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aMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 4389/2014
QUEJOSa: *********, sociedad anónima de capital variable.
PONENTE: MINISTRO JOSÉ RAMÓN COSSío DÍAZ

SECRETARIa: mónica cacho maldonado
S Í N T E S I S:

El juicio de amparo directo que dio origen al presente recurso de revisión se promovió contra la sentencia definitiva dictada el veintisiete de enero de dos mil catorce, por la Novena Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, en los tocas 605/2012-5 y 605/2012-6.
En los conceptos de violación, el quejoso hizo valer la inconstitucionalidad de los artículos 1400 y 1401 del Código de Comercio, por violación al principio de igualdad procesal de las partes, inmerso en el derecho fundamental al debido proceso.
El Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito dictó la sentencia el veintiocho de agosto de dos mil catorce, en la cual negó el amparo.
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve el asunto en el siguiente sentido:

PRIMERO. En la materia de la revisión, se confirma la sentencia recurrida.

SEGUNDO. La Justicia de la Unión no ampara ni protege a *********, Sociedad Anónima de Capital Variable, en contra de la sentencia definitiva dictada el veintisiete de enero de dos mil catorce por la Novena Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, en los tocas 605/2012-5 y 605/2012-6.

Las principales consideraciones de la presente sentencia son las siguientes: 

1. Es incorrecta la declaración de inoperancia de los conceptos de violación atinentes a la inconstitucionalidad del artículo 1400 del  Código de Comercio, pues contrariamente a lo sostenido por el tribunal colegiado de circuito, dicho precepto sí fue aplicado en perjuicio del quejoso, pues en la sentencia de primera instancia se le citó como fundamento para conceder valor y tener por demostrado el pago de la actora hacia *********, los documentos exhibidos con el escrito de desahogo de vista respecto a la contesatción de demanda. Asimismo, tal consideración fue reiterada en la sentencia de segunda instancia, aunque no se haya citado expresamente el precepto.

No obstante, como el mencionado precepto contiene igual norma que la establecida en el artículo 1401 del Código de Comercio, que es materia de impugnación, relativa a la previsión de la vista para el actor con la contestación a la demanda o las excepciones y defensas, a fin de que en cierto plazo se manifieste y ofrezca pruebas; y como esta norma fue analizada por el tribunal colegiado, procede el estudio de los agravios formulados contra dicha consideración, teniendo en cuenta ambas disposiciones.

2. Las disposiciones no son contrarias al debido proceso, en relación con el principio de igualdad procesal de las partes, sino al contrario, buscan equilibrar la posición de actor frente a la del demandado, ya que la carga del actor al formular su demanda, solamente es la de expresar con claridad los hechos que fundan su acción y exhibir los documentos con los cuales demuestre su personalidad o su carácter, así como los que fundan su acción y todos los que tenga en su poder y que puedan servir como pruebas de su parte, según dispone el artículo 1061 del Código de Comercio.

Tratándose de los juicios ejecutivos mercantiles, respecto de los cuales se previeron las disposiciones impugnadas, la carga del actor se reduce a narrar los hechos relativos a la formación del título ejecutivo y el derecho contenido en éste, así como exhibirlo, por lo cual, existe gran posibilidad de que el demandado, al contestar la demanda y oponer excepciones y defensas, se refiere a hechos nuevos, según las excepciones que puede oponer en términos de los artículos 1403 del Código de Comercio y 8° de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, como la falta de personalidad del actor, su incapacidad, la falsedad de la firma del deudor, la alteración del documento, la prescripción, la caducidad, la incompetencia del juez, la nulidad del título, las fundadas en la relación causal, etcétera.

En esa virtud, el actor, al presentar su demanda, no se encuentra en condiciones de anticipar ni referirse a las excepciones que se puedan oponer por el demandado, pues no tendría la carga de alegar ni demostrar, por ejemplo, la validez del título ejecutivo, la autenticidad de la firma del deudor, que sí goza de la personalidad o de la capacidad que ostenta, que el juez ante quien presentó la demanda sí es competente, etcétera.

Así, es necesario conferir al actor el derecho de contradicción respecto a los hechos en que el actor funde su defensa y sus excepciones, a fin de que tenga la oportunidad de pronunciarse sobre tales hechos que el demandado introdujo a la litis, asi como para, en su caso, presentar pruebas contra tales hechos.

Por tanto, la vista conferida al actor con las excepciones del demandado, es para darle el derecho de contradicción respecto de los hechos que el demandado introduzca a la litis, sobre los cuales el actor no tenía la carga de expresar en su demanda, así como para ofrecer pruebas contra esos hechos, que evidentemente tampoco tenía la carga de exhibir desde la demanda, si se toma en cuenta que la materia de la prueba está condicionada por los hechos afirmados.

Dicha facultad no podría servir de base para que el actor subsane las omisiones en que hubiere incurrido al presentar su demanda, pues en tal caso, los hechos y pruebas que presentara en el desahogo de la vista, en contravención a las reglas procesales, no deben tomarse en cuenta, por allegarse de la manera ilegítima y, aquí si, en contravención a la igualdad procesal de las partes.

Lo anterior ya se había sustentado por esta Sala en los amparos directos en revisión 3758/2012 y 292/2006, así como en los amparos en revisión 1392/2004 y 948/2005, al analizar similar norma contenida en los artículos 1414 bis 14 del Código de Comercio, el artículo 447 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Querétaro y el artículo 26 de la Ley de Concursos Mercantiles, respectivamente; en que se dijo que la equidad en el proceso está determinada por la oportunidad efectiva de presentar sus pretensiones y elementos de prueba en igualdad de condiciones, por lo que el actor debe tener la oportunidad de formular y probar la acción y de pronunciarse sobre lo expresado en la contestación de demanda y el demandado, debe tener la oportunidad de formular y probar las excepciones y de pronunciarse sobre los expresado en la demanda. Al respecto, se encontró que tales oportunidades las puede ejercer el demandado en el mismo acto de contestar la demanda, en tanto que el actor no puede cubrirlas ambas en la presentación de su demanda, pues ahí no tiene oportunidad de reaccionar sobre lo que el demandado exprese, pues éste no ha intervenido en el juicio en ese momento, de ahí que se requiera de la vista con la contestación a la demanda, para que ejerza esa parte de su derecho de contradicción.
3. Considerando lo anterior, se tiene que asiste razón a la recurrente en que los preceptos llevan a considerar que el actor no puede presentar ya en su escrito de desahogo de vista con la contestación, los documentos que en términos del artículo 1061 del Código de Comercio, deben exhibirse con la demanda.

4. Pero no tiene razón en que las disposiciones confieren al actor la oportunidad de subsanar las omisiones en que incurriera al presentar su demanda, pues no es ese su alcance, sino el de respetar el derecho de contradicción del actor a fin de que pueda pronunciarse  y probar sobre los hechos contenidos en la contestación, de los cuales no tenía la carga de referir ni probar con la demanda.

5. Por lo mismo, tampoco tiene razón en que los preceptos den al actor una doble oportunidad de prueba.

6. Tampoco asiste razón a la recurrente en que las disposiciones deben interpretarse en el sentido de que las únicas pruebas admisibles en el desahogo de vista, son las referidas a las excepciones subsanables, como la de falta de personalidad, así como los medios probatorios distintos a la documental.

Lo anterior, porque se privaría al actor del derecho de contradicción respecto de cualquier otra excepción o defensa. Ni es válido limitar el tipo de prueba admisible, para prohibir la documental, pues si bien es cierto que por los términos en que se encuentra redactado el artículo 1061 del Código de Comercio, se reducen las posibilidades de que el actor exhiba documentos posteriormente, ya que debe presentar con su demanda todo documento que tenga en su poder y que deban servir como prueba de su parte, sin embargo, no se excluye la posibilidad de que la prueba para contradecir alguna excepción o defensa, lo sea precisamente un documento, como ocurre, por ejemplo, cuando el demandado opone la excepción de pago parcial fundado en un comprobante de depósito o un recibo, y que el actor, en su desahogo de vista, alegara que éste se refiere a un crédito distinto, y pretendiera demostrarlo con el documento en que consta ese otro crédito, el cual, evidentemente, no tenía la carga de exhibir con la demanda, y es admisible a pesar de no ser superveniente.

Por tanto, no es válido desechar de antemano la posibilidad de presentar alguna prueba documental con el desahogo de vista, la condición solamente es que no se trate de documentos que debieron exhibirse con la demanda, lo cual debe valorar el juez en cada caso.

7.En cuanto al argumento de que la previsión de la réplica sin la dúplica debe llevar a suprimir la primera para poner a las partes en igualdad de condiciones; es incorrecto, pues la igualdad procesal no implica una igualdad simétrica o numérica, sino de que razonablemente se den las mismas oportunidades a las partes, lo cual no acotecería si se eliminara la vista al actor, para que éste pueda manifestarse y probar contra las excepciones y defensas, porque en tal caso se le dejaría en situación de desequilibrio respecto al demandado, según quedó explicado anteriormente.

Lo anteiror, sin perjuicio de que, excepcionalmente, en algún caso el juez considere necesario dar vista al demandado con algún hecho o prueba presentado por el actor al desahogar la vista con la contestación, si a su juicio resulta necesario para darle derecho de contradicción, sobre la base de que el principio de igualdad procesal también actúa como criterio de actuación del juez, al conducir el proceso.

8. Se declaran inoperantes los agravios en los cuales se alega la aplicación incorrecta de la jurisprudencia de la Primera Sala, porque a juicio de la recurrente, los documentos exhibidos por la actora con el desahogo de vista con la contestación de demanda, son de los que debieron presentarse con la demanda por tener el carácter de fundatorios de la acción.
Lo anterior, ya que tales aspectos ya no atañen a las cuestiones propiamente constitucionales, sino a los temas de legalidad que fueron desestimados por el tribunal colegiado, en el sentido de que el acta de notificación por corredor público, exhibida con la demanda, es suficiente para satisfacer la mecánica prevista en la cláusula cuarta del contrato.

Por lo anterior, se concluye que los preceptos analizados no son violatorios del debido proceso previsto en el artículo 14 constitucional, en lo relativo al principio de igualdad procesal de las partes, por lo cual procede confirmar la sentencia impugnada y negar el amparo.
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QUEJOSa: *********, Sociedad Anónima de Capital Variable.
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SECRETARIa: mónica cacho maldonado

S U M A R I O

El veintisiete de octubre de dos mil once, *********, sociedad anónima de capital variable demandó en la vía ejecutiva mercantil de *********, sociedad anónima de capital variable y de *********, sociedad anónima de capital variable, el pago de $********* y sus accesorios. En primera instancia se dictó sentencia condenatoria respecto a la primera de las demandadas, y se absolvió a la segunda. Esta sentencia se confirmó por el tribunal de alzada al resolver los recursos de apelación. La demandada que resultó condenada promovió juicio de amparo directo, donde hizo valer la inconstitucionalidad de los artículos 1400 y 1401 del Código de Comercio. El tribunal colegiado de circuito negó el amparo. Dicha resolución se impugnó a través de este recurso.
C U E S T I O N A R I O
· ¿Es correcta la declaración de inoperancia de los conceptos de violación sobre inconstitucionalidad, respecto del artículo 1400 del Código de Comercio?

· ¿La previsión de la vista al actor con la contestación a la demanda, para que se manifieste y ofrezca pruebas, contenida en los artículos 1400 y 1401 del Código de Comercio, es violatoria del debido proceso, en cuanto al principio de igualdad procesal?
México, Distrito Federal. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sesión correspondiente al día ---- emite la siguiente:

S E N T E N C I A

Mediante la que se resuelve el amparo directo en revisión 4389/2014, promovido por *********, Sociedad Anónima de Capital Variable, en contra de la sentencia del veintiocho de agosto de dos mil catorce, dictada por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, en el juicio de amparo directo D.C. 174/2014, relacionado con el D.C. 173/2014.
I. ANTECEDENTES

1. Demanda. El veintisiete de octubre de dos mil once, *********, sociedad anónima de capital variable, demandó en la vía ejecutiva mercantil de *********, sociedad anónima de capital variable (como acreditada), así como de *********, sociedad anónima de capital variable (como garante hipotecaria), las siguientes prestaciones:
a) El pago de $********* como suerte principal.
b) Intereses ordinarios desde el dos de septiembre de dos mil once hasta el dos de octubre del mismo año, según la tasa pactada en la cláusula décima segunda del Contrato de Apertura de Crédito con Garantía Hipotecaria, celebrado entre las partes.

c) Intereses moratorios, según la cláusula décima tercera del citado contrato.
d) Gastos y costas.

2. La causa de pedir se fundó en que, mediante el contrato de crédito celebrado entre las partes, la actora abrió a la acreditada un crédito de hasta $*********, a fin de cubrir los adeudos que el acreditado tuviera con  *********, sociedad anónima de capital variable, (en adelante, *********) en un contrato de distribución celebrado en la misma fecha con esta última sociedad. 
3. Al respecto, se dijo que con motivo de un adeudo de $**********, cincuenta centavos, a cargo de la acreditada respecto a *********, que no fue cubierto a pesar del requerimiento de pago y el trascurso del plazo concedido al respecto, esta última notificó a la acreditante de dicho adeudo a fin de que se aplicara el importe máximo del crédito. Por lo cual, y a pesar de que también la acreditante requirió a la acreditada la justificación del pago sin que ésta lo hubiere hecho, dicha acreditante pagó los $********* (como importe máximo de crédito) a *********, el dos de septiembre de dos mil once.

4. Que dicho pago se hizo saber a la acreditada mediante carta notificada a través de corredor público, el ***********, en acta número ***********, que se adjuntó a la demanda.
5. Asimismo, que desde la fecha del pago la acreditante tenía treinta días para pagar el crédito, sin que lo hubiere hecho, por lo cual venció la obligación y se generaron los intereses ordinarios y moratorios reclamados. La actora solicitó llamar a juicio a *********.
6. Turno, admisión y emplazamiento. El conocimiento del asunto correspondió al Juez Décimo Cuarto de lo Civil del Distrito Federal, el cual admitió la demanda el tres de noviembre de dos mil once, la registró con el número de expediente 1452/2011 y ordenó emplazar a las demandadas. Asimismo, se negó el llamamiento a juicio de *********.
7. Contestación. Las demandadas comparecieron a contestar la demanda, donde opusieron las excepciones y defensas que consideraron pertinentes. La acreditada hizo valer, entre otras cuestiones, que la actora no demostró el pago que dijo haber efectuado a *********.
8. Desahogo de vista de la actora con las excepciones. Al desahogar la vista con las excepciones opuestas por las demandadas, la actora reiteró que demostró haber procedido conforme a la mecánica pactada en el contrato, en la cláusula cuarta, donde se previó el aviso o notificación del pago, por lo que, en todo caso, la demandada se encontró en su momento en posibilidades de solicitar la acreditación del pago, pero no lo hizo. Asimismo, anexó como prueba del pago el registro contable efectuado al respecto en la contabilidad de *********, así como las facturas que dieron origen al adeudo entre la acreditada y esta última empresa.

9. Sentencia. Seguido el juicio por sus etapas procesales, el seis de septiembre de dos mil trece se dictó sentencia en la cual se condenó a las prestaciones reclamadas, únicamente a *********, sociedad anónima de capital variable, en tanto se absolvió respecto de *********, sociedad anónima de capital variable. En cuanto a las costas, se condenó a la actora a pagar las de la demandada absuelta y, a su vez, se condenó a la otra demandada a pagar las costas a favor de la actora.

10. Apelación. En contra de esa resolución, tanto la actora como la demandada que resultó condenada, interpusieron sendos recursos de apelación. De tales recursos conoció la Novena Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, en los tocas 605/2012-5 y 605/2012-6, los cuales fueron resueltos en una sola sentencia el veintisiete de enero de dos mil catorce, en el sentido de confirmar la sentencia impugnada, y condenar a la demandada apelante, al pago de costas de ambas instancias. 
II. TRÁMITE
11. Amparo Directo. Mediante escrito presentado el diecinueve de febrero de dos mil catorce, la demandada que resultó condenada promovió juicio de amparo directo en contra de la sentencia definitiva señalada en el punto anterior.
12. El conocimiento del asunto correspondió al Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el cual lo registró con el número D.C. 174/2014.
13. En sesión de veintiocho de agosto de dos mil catorce, se emitió sentencia en la cual se negó el amparo.
14. Recurso de revisión. En contra de la anterior resolución, por escrito de diecinueve de septiembre de dos mil catorce, la quejosa interpuso recurso de revisión ante el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito.
15. Recibidos los autos en este Alto Tribunal, por acuerdo de presidencia del veintiséis de septiembre de dos mil catorce se admitió el recurso, se registró con el número 4389/2014, se ordenó que el expediente pasara a la Primera Sala del propio órgano, para el efecto de que su Presidente dictara el trámite respectivo en virtud de que la materia del asunto corresponde a la especialidad de ese órgano. Asimismo, se turnaron los autos a la Ponencia del señor Ministro José Ramón Cossío Díaz, por encontrarse adscrito a dicha Sala.
16. El Presidente de esta Primera Sala, en proveído de veintiuno de octubre de dos mil catorce, ordenó que la Sala se avocara al conocimiento del asunto y se devolvieran los autos a la Ponencia del Ministro José Ramón Cossío Díaz, a fin de elaborar el proyecto de resolución correspondiente. 
III. COMPETENCIA
17. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer y resolver el presente asunto, de conformidad con los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 83 de la Ley de Amparo vigente, 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como el punto Tercero del Acuerdo General 5/2013 del Pleno de este alto tribunal, toda vez que el recurso de revisión se interpuso en contra de una sentencia dictada por un tribunal colegiado de circuito en un juicio de amparo directo en materia civil, donde se alega la subsistencia de un planteamiento de constitucionalidad.

IV. OPORTUNIDAD
18. El presente recurso fue interpuesto en tiempo, puesto que la parte quejosa fue notificada de la sentencia recurrida, por notificación personal de cuatro de septiembre de dos mil catorce, por lo cual surtió efectos al día hábil siguiente, viernes cinco de septiembre, y el plazo de diez días para interponer el recurso transcurrió del lunes ocho al lunes veintidós de septiembre de dos mil catorce, sin contar los días seis, siete, trece, catorce y dieciséis de septiembre, por tratarse de días inhábiles de conformidad con el artículo 19 de la Ley de Amparo.
19. Por tanto, si el recurso de revisión fue presentado ante el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el diecinueve de septiembre de dos mi catorce, su interposición es oportuna.
V. PROCEDENCIA

20. El presente recurso es procedente. De conformidad con las reglas establecidas en la fracción IX del artículo 107 de la Constitución Federal; la fracción II del artículo 81 de la Ley de Amparo actual, y la fracción III del artículo 10 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, para que un recurso de revisión interpuesto contra las sentencias dictadas por los tribunales colegiados de circuito en los amparos directos sea procedente, es necesario que las mismas decidan sobre la constitucionalidad de normas legales (leyes federales y locales, tratados internacionales y reglamentos federales y locales) o establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución Federal o de algún derecho humano previsto en tratados internaciones de los cuales sea parte el Estado Mexicano, o bien, que en dichas resoluciones se omita hacer un pronunciamiento al respecto, cuando se hubiera planteado en la demanda. Además, es necesario que la cuestión de constitucionalidad tenga la potencialidad de llevar a la fijación de un criterio de importancia y trascendencia. En todos los casos, la decisión de la Corte en vía de recurso debe limitarse a la resolución de las cuestiones propiamente constitucionales.

21. Los requisitos de procedencia de la revisión en amparo directo han sido interpretados y clarificados en numerosas tesis jurisprudenciales y aisladas de esta Corte y desarrollados normativamente por el Acuerdo Plenario 5/1999, el cual detalla los criterios de identificación de los asuntos que la Corte estimará importantes y trascendentes, y que tienen en cuenta la factura de los agravios, y la existencia o inexistencia de criterios sobre el tema ya sentados por la Corte con anterioridad. 
22. En el caso se cumplen los requisitos de procedencia, ya que en la demanda de amparo se planteó la inconstitucionalidad de los artículos 1400 y 1401 del Código de Comercio, lo cual fue analizado por el tribunal colegiado en el sentido de declarar inoperante el concepto de violación por lo que ve al primero de tales preceptos, e infundado, respecto al segundo. De ahí que se surtan los supuestos previstos para que esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación aborde el estudio de las cuestiones de constitucionalidad planteadas.
VI. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS

23. Conceptos de violación. En el sexto concepto de violación, la quejosa alegó que los artículos 1400 y 1401 del Código de Comercio fueron aplicados en su perjuicio dentro del juicio de origen, y resultan contrarios a los artículos 1°, 14, 16 y 17 constitucionales, concretamente, de los principios de igualdad procesal, imparcialidad y no discriminación, porque a través de tales disposiciones, el legislador da al actor una segunda oportunidad para ofrecer nuevas pruebas al contestar a las excepciones, sin que a su vez, la demandada pueda presentar nuevas pruebas en contrario.
24. Asimismo, considera la quejosa que dichos preceptos sólo deben interpretarse en el sentido de permitir al actor ofrecer pruebas sobre las excepciones que puedan ser subsanadas, como la falta de personalidad, sin que tengan relación con los elementos de la acción, pues éstas necesariamente deben exhibirse junto con el escrito de demanda, o de lo contrario, se violaría el principio de igualdad procesal, pues se otorgarían mejores oportunidades a una de las partes, en desequilibrio de las reglas procesales para alegar y demostrar el derecho de cada parte.
25. De igual forma, señala, los preceptos deben interpretarse en el sentido de que las pruebas admisibles, no deben ser ya las documentales, las cuales forzosamente deben presentarse con la demanda, según el artículo 1061, fracciones III y IV del Código de Comercio, los cuales obligan a las partes a presentar con el primer escrito (demanda o contestación), los documentos que tengan en su poder y que sirvan para acreditar los hechos, con las salvedades establecidas para el caso de que los documentos no estén en su poder, o no los tengan a disposición para obtener una copia.
26. Además, señala, es lógico que el legislador exija la presentación de los documentos con el primer escrito, porque tales medios de prueba se generan fuera del proceso, de tal manera que el periodo probatorio se entiende reservado al ofrecimiento de las pruebas que han de constituirse en el proceso, como la testimonial, la pericial, la confesional, o las documentales supervenientes.
27. Si los preceptos impugnados se interpretaran en el sentido de permitir al actor, al presentar su escrito de contestación a las excepciones, presentar nuevas pruebas documentales, los preceptos serían violatorios de las formalidades esenciales del procedimiento, como la igualdad procesal de las partes, la seguridad jurídica por permitir dos periodos de ofrecimiento de pruebas, sin que el demandado pueda ofrecer pruebas en contrario, ni refutar las manifestaciones y afirmaciones de su contraria, ni ofrecer pruebas para objetar los documentos exhibidos extemporáneamente.
28. Consideraciones en la sentencia recurrida. El concepto de violación se declaró inoperante en una parte, e infundado en otra. Inoperante, porque la quejosa incumplió los requisitos para analizar el fondo del tema de constitucionalidad, respecto del artículo 1400 del Código de Comercio, en virtud de que éste no fue aplicado en la sentencia reclamada, ni siquiera de manera implícita, ni en la resolución de dieciocho de octubre de dos mil doce, dictada en el recurso de revocación, combatido como violación procesal (la admisión de las pruebas rendidas por el actor, al desahogar la vista con las excepciones propuestas).
29. En cuanto al artículo 1401 del Código de Comercio, el concepto de violación es infundado, porque no es verdad que el precepto prevea una doble oportunidad al actor para subsanar omisiones de su demanda, para perfeccionar su acción y crear desequilibrio procesal entre las partes. 
30. Lo anterior, ya que el precepto tiene el alcance de permitir al actor conocer la postura del demandado respecto a los hechos y pretensiones expuestos en la demanda, de forma que en esa vista se debe hacer referencia sólo a lo manifestado en la contestación, de suerte que no se permite componer la demanda original, y no sería válido tomar en cuenta cuestiones con las cuales se perfeccionaran las omisiones de la demanda.
31. Según el tribunal colegiado, el desequilibrio procesal se daría a la inversa, es decir, si al contestar la demanda, el demandado introdujera algún elemento novedoso, sin que se permitiera tomar en cuenta las manifestaciones que el actor hiciera sobre éste, porque en esa interpretación restrictiva del artículo 1327 del Código de Comercio, sólo se tomaría en cuenta lo dicho por el demandado, pero no lo alegado al desahogar la vista del actor, con esa contestación. 
32. Así, dice, sería nugatorio e inútil conferir la referida vista, pues no serviría de nada y ningún fin práctico tendría.
33. Por lo cual, se estima que el precepto y la actuación de la responsable, es acorde con la Constitución. Resulta aplicable la tesis de jurisprudencia de la Primera Sala: LITIS EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. SE INTEGRA SÓLO CON EL ESCRITO DE DEMANDA Y SU CONTESTACIÓN.

34. Agravios de la Revisión. En el primero de ellos, la recurrente considera que la sentencia elude estudiar el concepto de violación, al declararlo inoperante, respecto del artículo 1400 del Código de Comercio, por estimar que no fue aplicado.
35. Tal determinación es incorrecta, pues la disposición fue expresamente aplicada en la foja seis de la sentencia de primera instancia, al admitir y valorar los documentos exhibidos por el actor en el desahogo de la vista con la contestación de demanda.
36. Con la resolución de primera instancia, indica, se dio una segunda oportunidad al actor para ofrecer nuevas pruebas, sin que la demandada pudiera ofrecer otras en contrario, ni pudiera contestar el desahogo de vista del actor, con lo cual se vulnera el principio de igualdad procesal. 
37. Según la recurrente, dicho precepto también fue aplicado por la Sala responsable, al desestimar los agravios y validar la sentencia apelada, en la cual, en aplicación del artículo 1400 del Código de Comercio, se dio valor a las pruebas rendidas por el actor en el desahogo de vista, sin que la demandada tuviera oportunidad de manifestarse sobre los nuevos argumentos del actor ni contra las pruebas extemporáneamente ofrecidas.
38. Al respecto, el recurrente cita lo dicho por la Sala a fojas 26 y 27 de la sentencia reclamada, donde se determina que sí se demostró el pago que hizo la actora a **********, con la carta de nueve de marzo de dos mil doce, suscrita por esta última, en virtud de la cual se acompaña la operación de pago de $************, que amparaba el crédito concedido a la quejosa, respecto del cual se adjuntaron las facturas respectivas, documentos que si bien no se ofrecieron al contestar la demanda, fueron ofrecidos para destruir los argumentos de la quejosa, en el sentido de no haberse acreditado el pago mencionado, aunado al hecho de que las violaciones procesales relativas a la admisión de pruebas supervenientes, no se hicieron valer en el momento procesal oportuno, por lo cual se trata de actos derivados de otros consentidos.
39. Dice la recurrente que en tal consideración de la Sala, si bien no se cita expresamente el artículo 1400 del Código de Comercio, se aplicó al confirmar la sentencia y dar valor a los documentos exhibidos por la actora al desahogar la vista con la contestación, donde se hizo notar que la actora no había demostrado haber pagado a la sociedad mencionada.
40. Además, los artículos 1400 y 1401 del Código de Comercio, aunque tienen distinta redacción, se refieren a la misma regla de dar oportunidad a la actora para ofrecer dos veces pruebas, cuando el demandado sólo tiene una, con lo cual se prevé la réplica, pero no la dúplica, con lo cual se hace manifiesto el desequilibrio entre las partes.
41. En el segundo agravio, la recurrente se duele de la parte en que se declara infundado el concepto de violación, respecto del artículo 1401 del Código de Comercio, la cual considera insuficiente.

42. Lo anterior, en razón de que no se toma en cuenta que al permitir al actor ofrecer nuevas pruebas, le da la oportunidad de subsanar omisiones o presentar pruebas que debió exhibir con la demanda, pues al demandado no se le daría oportunidad de defenderse y ofrecer pruebas en contrario.
43. Con los preceptos impugnados, indica, se da al actor una segunda oportunidad para ofrecer nuevas pruebas, sin que el demandado pueda ofrecer otras pruebas en contrario, ni contestar lo expresado por el actor al desahogar la vista, en violación a los principios de igualdad procesal, imparcialidad y no discriminación.

44. En todo caso, dice, los preceptos sólo deben interpretarse en el sentido de permitir al actor ofrecer pruebas en relación con las excepciones que pueden ser subsanadas, como la de falta de personalidad, sin que tengan relación con los elementos de la acción, los cuales sí deben presentarse con la demanda o, de lo contrario, se otorgarían mejores oportunidades a una de las partes para defender sus intereses, desequilibrando las reglas procesales para alegar y probar el respectivo derecho.

45. Los preceptos deben interpretarse en el sentido de que las pruebas admisibles en el desahogo de vista, no pueden ser ya los documentos base de la acción, que forzosamente deben presentarse con la demanda, en términos del artículo 1061 fracciones III y IV del Código de Comercio; es decir, los que cada parte tenga en su poder, a menos que no sea así o no los tengan a su disposición, casos en los cuales, de todos modos, deben anexar la copia sellada de la solicitud de expedición de copia certificada, o manifestar bajo protesta de decir verdad las causas por las cuales no estuvieron en aptitud de exhibirlos, a efecto de que el juez ordene su expedición a costa del interesado.

46. Al respecto, la recurrente sostiene que la prueba documental se constituye extraprocesalmente, pues no se conforma en el proceso, por lo cual es lógico que se exhiba su exhibición con el primer escrito, para agilizar el procedimiento, de modo que el periodo probatorio es para ofrecer las pruebas que han de constituirse en el proceso, como la testimonial, la pericial, la confesional o los documentos supervenientes.

47. Por tanto, dice, si se interpretaran los preceptos en el sentido de que el actor puede presentar nuevas pruebas documentales, se violarían las formalidades esenciales del procedimiento, la igualdad procesal, la seguridad jurídica, pues una de las partes tendrían dos periodos probatorios después de conocer las excepciones, en cambio la otra, ya no puede ofrecer pruebas en contrario ni refutar las manifestaciones y afirmaciones de su contraria.
48. Considera la recurrente que es incorrecto lo señalado por el tribunal colegiado respecto a la interpretación efectuada por la Primera Sala en la Contradicción de tesis 102/2005-PS, porque precisamente en ésta se determinó que el derecho a desahogar la vista con la contestación, es exclusivamente para que el actor pueda ofrecer pruebas para desvirtuar las excepciones planteadas, pero no para corregir o mejorar el escrito de demanda, porque esto generaría un desequilibrio procesal entre las partes.

49. En consecuencia, dice, el tribunal colegiado no aplicó correctamente esa jurisprudencia, pues debió declarar la inconstitucionalidad de los preceptos, en razón de que los supuestos comprobantes de pago, al ser fundatorios de la acción, debieron exhibirse junto con la demanda, y nunca para mejorar o corregir esta última.
50. Insiste la recurrente en que los preceptos impugnados solamente prevén la réplica para el actor, pero no la dúplica para el demandado, en violación a la paridad procesal y el debido proceso.

51. Al no existir la dúplica, indica, no debe existir la réplica.

52. Señala que los plazos y términos en que se imparta justicia deben estar sujetos a una razonabilidad que no se cumple en las disposiciones cuestionadas, porque atendiendo al principio de equidad, sería necesario dar vista a una de las partes con los argumentos de la contraria, y esto retrasaría notablemente la solución del conflicto, es decir, se instrumentaría el sistema de réplica y dúplica, siendo que en el caso sólo está prevista la primera.

53. La recurrente considera irracional y claramente injusto e inequitativo que el legislador otorgue dos oportunidades al actor para hacer alegaciones y ofrecer pruebas para demostrar su acción (en la demanda y al desahogar la vista con la contestación), en tanto que al demandado se le otorgue solamente una oportunidad, máxime que el procedimiento mercantil debe ser expedito, y esto no se logra al dar vista al actor con la contestación, pero sobre todo limitando la capacidad de prueba y de audiencia del demandado, pues éste ya no puede alegar ni ofrecer prueba respecto a lo dicho por el actor al desahogar la vista con la contestación.
54. En cuanto a lo que implica la réplica y la dúplica, se citan diversos criterios jurisprudenciales
, luego de lo cual, la recurrente indica que a pesar de no señalarse la violación al equilibrio procesal cuando solamente se prevé la réplica, es lógico deducirlo, pues si dichos criterios establecen que la réplica y la dúplica conllevan paridad procesal, al faltar la segunda dicho equilibro no existe.

55. Problemática a resolver. De acuerdo con lo planteado por la quejosa en sus conceptos de violación, la resolución dada a éstos y los agravios expuestos para combatir esa resolución, esta Primera Sala estima que los problemas a resolver en el caso, consisten en determinar si fue correcta la calificación de inoperancia de los conceptos de violación respecto al artículo 1400 del Código de Comercio y, en su caso, si tal precepto, junto con el artículo 1401 del mismo ordenamiento, son violatorios del debido proceso en cuanto al principio de igualdad procesal. Por tanto, las preguntas a resolver son las siguientes:

· ¿Es correcta la declaración de inoperancia de los conceptos de violación sobre inconstitucionalidad, respecto del artículo 1400 del Código de Comercio?

· ¿La previsión de la vista al actor con la contestación a la demanda, para que se manifieste y ofrezca pruebas, contenida en los artículos 1400 y 1401 del Código de Comercio, es violatoria del debido proceso, en cuanto al principio de igualdad procesal?

56. Primera cuestión: ¿Es correcta la declaración de inoperancia de los conceptos de violación sobre inconstitucionalidad, respecto del artículo 1400 del Código de Comercio?
57. La respuesta a esta interrogante es negativa.

58. La razón por la cual el tribunal colegiado de circuito consideró inoperante el estudio de los conceptos de violación respecto al artículo 1400 del Código de Comercio, se hizo consistir en que dicho precepto no fue aplicado en el caso, ni en la sentencia reclamada, ni en la interlocutoria de dieciocho de octubre de dos mil doce.
59. Ciertamente, un presupuesto necesario del amparo contra leyes, cuando éstas no se impugnan por la afectación que resulta de su sola entrada en vigor, radica en que tengan un acto de aplicación en perjuicio del quejoso. Sin embargo, como bien aduce el recurrente, en el caso el precepto sí fue aplicado dentro de la sentencia de primera instancia, y esto fue confirmado por el tribunal de alzada, al desestimar el agravio de apelación respectivo.

60. En efecto, en la sentencia de primera instancia se advierte, en el considerando tercero, que al llevar a cabo el estudio de los elementos de la acción, el juez tuvo por demostrado que, en primer lugar, ********* informó a la demandada del adeudo contraído, por lo cual, ante el incumplimiento a pesar del requerimiento de pago, la actora procedió a hacer el pago por el monto total del crédito, con lo cual demostró haber cumplido la cláusula cuarta del contrato.
61. Asimismo, estimó que el pago efectuado por la actora quedó acreditado con el documento exhibido con el escrito de desahogo de las excepciones y defensas, consistente en la carta de nueve de marzo de dos mil doce, suscrita por *********, a la que se acompaña el registro de la operación correspondiente al pago de veinticinco millones de pesos por la actora, el dos de septiembre de dos mil once, estando anexadas las facturas que respaldan la información, emitidas por *********. 
62. El juez sostuvo que si bien ese documento no fue ofrecido como prueba, se considera con ese carácter, al haberse presentado para destruir el argumento de la demandada, en el sentido de que no se acreditaba de manera fehaciente haber pagado a *********, porque en virtud del artículo 1400 del Código de Comercio, con el escrito de contestación de demanda se tendrán por opuestas las excepciones que permite la ley y se dará vista al actor por tres días para que manifieste y ofrezca las pruebas que a su derecho convenga, a fin de tener la oportunidad de desvirtuar las excepciones, lo que sucedió en el caso, sin generar desequilibrio procesal alguno.

63. La anterior consideración fue materia de impugnación en el recurso de apelación, lo cual fue desestimado por la autoridad responsable, en el acto reclamado, en el sentido de que el pago efectuado por la actora a la empresa tercera, se realizó con base en la mecánica pactada en la cláusula cuarta del contrato de crédito, y que se encuentra debidamente acreditado con la carta de ***********, suscrita por dicha tercera, a la cual se acompaña la operación de pago, respecto de la cual se adjuntaron las facturas respectivas, que si bien no fueron ofrecidas al contestar la demanda (sic), no es menos cierto que como bien señala el juez, fueron ofrecidos para destruir los argumentos de la demandada apelante en el sentido de que no se acreditó el pago.
64. Lo anterior demuestra que el artículo 1400 del Código de Comercio sí aparece expresamente aplicado en el caso por el juez de primera instancia, para justificar las razones por las cuales consideró como pruebas los documentos exhibidos por la parte actora al desahogar la vista con las excepciones, y tener por demostrado con ellos, el pago efectuado por la actora a *********. Al respecto, el juez consideró válido tomar en cuenta esos documentos, porque en términos del mencionado precepto, el actor se encuentra facultado para manifestarse respecto a las excepciones opuestas, así como para presentar pruebas.
65. Consideración que se encuentra confirmada en la sentencia de segunda instancia, básicamente con base a los mismos argumentos del juez de primera instancia, cuya actuación estimó correcta la Sala responsable, aunque no haya mencionado al artículo en cuestión: que fueron ofrecidos para destruir el argumento de la demandada acerca de que no se encontraba demostrado el pago a *********. Esto es, con tales argumentos se apela a la autorización dada en el precepto al actor, para ofrecer pruebas al desahogar la vista con las excepciones del demandado.
66. Por tanto, es incorrecta la determinación del tribunal colegiado sobre la inoperancia de los conceptos de violación respecto al artículo 1400 del Código de Comercio.

67. No obstante lo incorrecto de esa determinación, se advierte de la sentencia recurrida que el tribunal colegiado llevó a cabo el análisis de constitucionalidad de la disposición, materia de la impugnación, contenida en el artículo 1401 del Código de Comercio, que es igual a la prevista en el artículo 1400 del mismo ordenamiento, relativa a la previsión de la vista al actor con la contestación de la demanda, a fin de que se manifieste y ofrezca pruebas.

68. Al respecto, el tribunal sostuvo que dicha disposición no es contraria al principio de igualdad o equidad procesal de las partes, e incluso, citó como apoyo de sus consideraciones lo establecido en la tesis de esta Primera Sala, fundada, entre otras disposiciones, en el artículo 1400 del Código de Comercio.

69. En tal virtud, procede analizar los agravios expuestos contra tales consideraciones, teniendo en cuenta ambas disposiciones, lo cual da lugar a responder a la segunda de las cuestiones formuladas.

70. Segunda cuestión: ¿La previsión de la vista al actor con la contestación a la demanda, para que se manifieste y ofrezca pruebas, contenida en los artículos 1400 y 1401 del Código de Comercio, es violatoria del debido proceso, en cuanto al principio de igualdad procesal?
71. La respuesta a tal cuestión es negativa, como se demuestra enseguida.
72. En principio, es pertinente aclarar que el motivo de la impugnación a las disposiciones consiste, fundamentalmente, en atribuirles la provocación de un desequilibrio procesal entre las partes, lo cual se relaciona directamente con la contravención al principio de igualdad procesal, como parte de la garantía constitucional del debido proceso establecida en el artículo 14 constitucional; lo cual sirve de base para alegar también la afectación a la garantía de imparcialidad de los tribunales prevista en el artículo 17 constitucional. De ahí que la cuestión a resolver se concentre en determinar si efectivamente la norma impugnada da lugar a la situación de desequilibrio entre las partes, por ser el eje central de la argumentación de la recurrente.
73. La enunciación general de la garantía del debido proceso, en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se encuentra establecida en el segundo párrafo del artículo 14, al señalar: “Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho.” Así, es exigible que los procesos judiciales previos a los actos de privación cumplan un mínimo de garantías para las partes, como una de las condiciones necesarias para lograr una sentencia justa.
74. La mencionada disposición constitucional ha sido interpretada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de la siguiente manera:
FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO. La garantía de audiencia establecida por el artículo 14 constitucional consiste en otorgar al gobernado la oportunidad de defensa previamente al acto privativo de la vida, libertad, propiedad, posesiones o derechos, y su debido respeto impone a las autoridades, entre otras obligaciones, la de que en el juicio que se siga “se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento”. Estas son las que resultan necesarias para garantizar la defensa adecuada antes del acto de privación y que, de manera genérica, se traducen en los siguientes requisitos: 1) La notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; 2) La oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa: 3) La oportunidad de alegar; y 4) El dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas. De no respetarse estos requisitos, se dejaría de cumplir con el fin de la garantía de audiencia, que es evitar la indefensión del afectado.

75. Por su parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha definido la garantía del debido proceso, prevista en el artículo 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, como la necesaria para que “..un justiciable pueda hacer valer sus derechos y defender sus intereses en forma efectiva y en condiciones de igualdad procesal con otros justiciables. Al respecto, es útil recordar que el proceso es un medio para asegurar, en la mayor medida posible, la solución justa de una controversia. A ese fin atiende el conjunto de actos de diversas características generalmente reunidos bajo el concepto de debido proceso legal… En este orden de consideraciones, la Corte ha dicho que los requisitos que deben ser observados en las instancias procesales para que pueda hablarse de verdaderas y propias garantías judiciales, sirven para proteger, asegurar, o hacer valer la titularidad o el ejercicio de un derecho y son condiciones que deben cumplirse para asegurar la adecuada defensa de aquellos cuyos derechos u obligaciones están bajo consideración judicial.”

76. El aspecto del debido proceso que interesa para el caso, es el relativo a la igualdad procesal de las partes, inmerso en las definiciones que se acaban de citar.

77. Este principio tuvo su expresión desde el Derecho Romano en la fórmula audiatur altera pars (óigase a la otra parte), que constituye el núcleo fundamental del derecho de audiencia y el principio de contradicción, y consiste, en esencia, en que toda petición o pretensión formulada por una de las partes en el proceso, debe ser comunicada a la parte contraria para que pueda ésta prestar a ella su consentimiento o formular su oposición
. Lo cual se manifiesta en diversas normas procesales, por ejemplo, las relativas al emplazamiento y la concesión de un plazo para contestar la demanda, la apertura del periodo probatorio para ambas partes, el derecho a participar en el desahogo de las pruebas de la contraria, el derecho a objetarlas, el traslado a una parte con los incidentes promovidos por la otra, etcétera.
78. Asimismo, por este principio se procura la equiparación de oportunidades para ambas partes en las normas procesales; pero al mismo tiempo, también se erige como una regla de actuación del juez, el cual, como director del proceso, debe de mantener en lo posible, esa igualdad al conducir las actuaciones, a fin de que la victoria de una de las partes no esté determinada por su situación ventajosa, sino por la justicia de sus pretensiones. Por lo cual, cuando resulte necesario, otorga vista a la parte contraria con alguna actuación de la otra.
79. Ahora bien, dicho principio no significa una igualdad aritmética o simétrica, por la cual sea exigible la exactitud numérica de derechos y cargas para cada una de las partes, sino que lo que este principio demanda es una razonable igualdad de posibilidades en el ejercicio de cada una de las pretensiones de las partes, de modo que no se genere una posición sustancialmente desventajosa para una de ellas frente a la otra. De suerte que las pequeñas desigualdades que pueda haber, requeridas por necesidades técnicas del proceso, no quebrantan el principio, como sucede, por ejemplo, con la circunstancia de que, a diferencia del actor a quien le es exigible presentar con la demanda y en ningún momento posterior los documentos previstos en el artículo 1061 del Código de Comercio, al demandado se le confieran tres días más posteriores a la conclusión del plazo para contestar la demanda, a fin de que exhiba la copia simple sellada para acreditar la solicitud de expedición del documento de que carezca (artículo 1061, fracción III, in fine, del Código de Comercio), es decir, puede presentar tal copia en un momento posterior a su primer escrito: contestación de demanda.
80. Con esas premisas, procede analizar los preceptos impugnados. Éstos se encuentran dentro del Título Tercero del Libro Quinto del Código de Comercio, referente a los juicios ejecutivos, los cuales establecen, en lo que interesa:

Artículo 1400. …

En caso de que el demandado hubiere exhibido las documentales respectivas, o cumplido con lo que ordena el artículo 1061 de este ordenamiento, se tendrán por opuestas las excepciones que permite la ley, con las cuales se dará vista al actor por tres días para que manifieste y ofrezca las pruebas que a su derecho convenga.

Artículo 1401. En los escritos de demanda, contestación y desahogo de vista de ésta, las partes ofrecerán sus pruebas, relacionándolas con los puntos controvertidos, proporcionando el nombre, apellidos y domicilio de los testigos que hubieren mencionado en los escritos señalados al principio de este artículo; así como los de sus peritos, y la clase de pericial de que se trate con el cuestionario que deban resolver; y todas las demás pruebas que permitan las leyes.
[…]

Desahogada la vista o transcurrido el plazo para hacerlo, el juez admitirá y mandará preparar las pruebas que procedan, de acuerdo con el Código Federal de Procedimientos Civiles, abriendo el juicio a desahogo de pruebas, hasta por un término de quince días, dentro de los cuales deberán realizarse todas las diligencias necesarias para su desahogo, señalando las fechas necesarias para su recepción.

[…]

81. De los preceptos se advierte la previsión de dar vista al actor con la contestación de demanda o las excepciones, a efecto de que en cierto lapso se manifieste sobre éstas y presente pruebas. 
82. La previsión de esa facultad, más que contravenir al principio de igualdad de las partes, busca precisamente apegarse a éste, a fin de que la posición del actor no quede desequilibrada respecto a la del demandado.

83. En efecto, dicha facultad se confiere debido a que la carga que tiene el actor al formular su demanda, es la de expresar con claridad los hechos que fundan su acción y de exhibir los documentos con los cuales demuestre su personalidad o su carácter, así como los que fundan su acción y todos los que tenga en su poder y que puedan servir como pruebas de su parte, según lo previsto en los artículos 322 del Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente, y 1061 del Código de Comercio. 

84. Al contestar la demanda, el demandado puede confesarla, negarla u oponer excepciones y defensas, con la carga de referirse a todos y cada uno de los hechos, afirmándolos, negándolos, expresando los que ignore por no ser propios, o refiriéndolos como crea que tuvieron lugar, según lo previsto en el artículo 329 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria, en todo lo cual existen altas probabilidades de que se refiera a hechos nuevos o distintos.

85. Tratándose de los juicios ejecutivos mercantiles, la carga del actor es la de fundarse en el título ejecutivo que da vida a su acción y, por tanto, referir sólo los hechos relativos a la formación de ese título y el derecho contenido en éste; asimismo, ordinariamente le bastará la exhibición del título ejecutivo para fundar la acción. Por su parte, el demandado puede oponer las excepciones previstas en los artículos 1403 del Código de Comercio y 8° de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, en las cuales ordinariamente se tratan hechos nuevos o diferentes, aunque relacionados con la acción promovida, como son la falta de personalidad del actor, o su incapacidad, la falsedad de la firma del deudor, la alteración del documento, la prescripción, la caducidad, la incompetencia del juez, la nulidad del título, las fundadas en la relación causal, etcétera. 
86. Esto es, los hechos a los cuales puede referirse el demandado al oponer excepciones y defensas, son hechos que no necesariamente debían aparecer narrados en la demanda, pues lo que se exige al actor es expresar con claridad los hechos en que se funda su acción, solamente; de suerte que no tendría la carga de referirse a toda clase de hechos o situaciones en que pudieran fundarse las excepciones, por ejemplo, no le es exigible afirmar y demostrar que la firma contenida en el título de crédito es auténtica, ni tampoco tiene que referirse a la relación causal del título, ni que éste es válido y no está afectado de nulidad, ni que el actor sí goza de la personalidad o la capacidad que ostenta, etcétera. Y de la misma manera, tampoco le es exigible al actor presentar pruebas en ese sentido, sino que, como se dijo, generalmente basta su título ejecutivo para fundar la acción.
87. De esa manera, como sostuvo esta Sala, la litis se conforma con los escritos de demanda y contestación
, pero como el actor no está en condiciones de anticipar o saber los hechos a los cuales podría referirse el demandado al contestar la demanda, o al oponer excepciones y defensas, es necesario, para equilibrar su situación frente a la del demandado, que se le de vista con tal contestación o excepciones, a fin de que tenga la oportunidad de pronunciarse sobre los hechos que el demandado introdujo a la litis, así como también para, en su caso, presentar pruebas contra los hechos en que se fundan las excepciones y defensas.

88. En esa virtud, se entiende que la vista conferida al actor con las excepciones opuestas por el demandado en los juicios ejecutivos mercantiles, es para darle el derecho de contradicción respecto a los hechos expresados en la contestación de demanda y en los que se funden las excepciones y defensas, sobre los cuales el actor no tenía la carga de expresar en su demanda, así como para que ofrezca pruebas contra esos hechos, que evidentemente tampoco tenía la carga de exhibir desde la demanda, si se toma en cuenta que la materia de la prueba está condicionada por los hechos afirmados. 
89. Esto tiene su explicación lógica porque el actor no está en condiciones de saber a cuáles hechos se va a referir el demandado en su contestación, sino hasta que ésta se produce, por tanto, como se trata de hechos introducidos a la litis con posterioridad a la intervención ordinaria del actor en la conformación de la materia litigiosa, es necesario que se respete en su favor el derecho de contradicción.

90. Por tanto, dicha facultad no podría servir de base para que el actor subsane las omisiones en que hubiera incurrido en su demanda, es decir, para expresar los hechos que debió manifestar desde ese escrito, ni para exhibir pruebas que debía presentar desde entonces, pues de ser así, el juez debe desecharlas, ya que en tal caso los hechos y pruebas se habrían introducido al juicio en contravención a las reglas procesales, y generando, aquí sí, un desequilibrio procesal.
91. Bajo ese entendimiento, la norma contenida en los artículos impugnados no transgrede el debido proceso, en lo concerniente a la igualdad procesal de las partes.
92. El criterio anterior ya había sido sustentado por esta Primera Sala al resolver los amparos directos en revisión 3758/2012 y 292/2006, así como en los amparos en revisión 1392/2004 y 948/2005. En el primero se analizó la norma relativa a la vista dada al actor con la contestación a la demanda, dentro del procedimiento de ejecución de garantías dadas mediante prenda sin transmisión de posesión y fideicomiso de garantía, prevista en el artículo 1414 bis 14 del Código de Comercio, la cual se consideró compatible con el derecho humano al debido proceso, en cuanto a que el procedimiento otorgue a las partes una posibilidad efectiva e igual de defender sus puntos de vista y ofrecer pruebas en apoyo de sus pretensiones, porque este derecho sólo es apto para desvirtuar genuinamente lo manifestado por el demandado en su contestación y no debe convertirse en una posibilidad para subsanar las deficiencias de la demanda.

93. En el segundo asunto, al analizar similar disposición contenida respecto a los juicios sumarios en el Código de Procedimientos Civiles del Estado de Querétaro, se estableció que lo que determina la equidad en el procedimiento es que las partes tengan la oportunidad efectiva de presentar sus pretensiones y los elementos de prueba que los apoyan en igualdad de condiciones, por lo cual, el actor debe tener la oportunidad de formular y probar la acción y de pronunciarse sobre lo expresado en la contestación de demanda; y el demandado, debe tener la oportunidad de formular y probar las excepciones y de pronunciarse sobre lo expresado en la demanda. Así, se encontró que el esquema de tres pasos previsto en la legislación analizada permite que las mencionadas posibilidades sean iguales y efectivas para ambas partes porque: 1) al presentar la demanda, el actor tiene derecho de alegar y ofrecer pruebas para probar lo que considera, pero no puede contestar o reaccionar a lo expresado por su contraparte porque esta última todavía no ha intervenido en el proceso; 2) al dar contestación a la demanda, el demandado está en condiciones de ejercer simultáneamente sus dos derechos: por un lado alegar y ofrecer pruebas en apoyo de sus pretensiones y, por otro, reaccionar a lo expresado en la demanda de su contraparte; 3) en el tercer momento, consistente en la vista dada al actor con las excepciones, el actor finalmente puede hacer efectivo lo que no estaba en condiciones lógicas de realizar al momento de presentar la demanda: responder a lo expresado por su contraparte en la contestación.

94. Por tanto, se dijo, la vista dada al actor con la contestación queda circunscrita a los extremos nuevos que el demandado introduzca en su escrito, sin que pueda aprovechar para referirse a hechos o aportar pruebas que debió ofrecer en el momento de presentar la demanda
. 
95. En los amparos en revisión se sustentó el mismo criterio que se acaba de mencionar, en relación con una norma similar contenida en el artículo 26 de la Ley de Concursos Mercantiles, en el cual se concede vista al demandante de un concurso, con la contestación a la demanda que produzca el comerciante, a fin de que manifieste lo que a su derecho convenga y ofrezca pruebas.

96. Con base en lo anterior, tiene razón la recurrente en cuanto a que los preceptos impugnados deben interpretarse en el sentido de que en el desahogo de la vista dada al actor con la contestación de demanda, éste no puede ofrecer como prueba los documentos que, conforme al artículo 1061 del Código de Comercio, tiene la carga de presentar con el escrito de demanda.
97. Según dicha disposición, los documentos que deben acompañarse al primer escrito de cada parte, que es la demanda en el caso del actor, son los siguientes: 
1) El poder que acredite la personalidad del que comparece en nombre de otro. 
2) El documento o documentos que acrediten el carácter con que el litigante se presente en el juicio en el caso de tener representación legal de alguna persona o corporación o cuando el derecho que reclame provenga de habérsele transmitido por otra persona. 
3) Los documentos en que el actor funde su acción. En este caso se distinguen las siguientes situaciones:
a. Si el actor carece de algún documento, debe demostrar haber solicitado su expedición con la copia simple sellada por el archivo, protocolo, dependencia o lugar en que se encuentren los originales, para que a su costa, se les expida certificación de ellos, en la forma que prevenga la ley.

b. Si el actor no tiene a su disposición el documento, porque legalmente no pueda pedir copia certificada de él, o si por cualquier otra causa no puede presentar los documentos en que se funda la acción, debe declarar al juez el motivo por el cual no puede presentarlos, bajo protesta de decir verdad, para que éste ordene al responsable la expedición del documento.

4) Todos los documentos que el actor tenga en su poder y que deban servir como pruebas de su parte, salvo los que tengan carácter de supervenientes.

5) Las copias de traslado.

98. En consecuencia, se entiende que las pruebas que puede presentar al desahogar la vista con la contestación o las excepciones, no pueden ser ya los que se encuentren en alguno de los anteriores supuestos, pues éstos debieron exhibirse con la demanda; y en los casos en que no pueden presentarse por no tenerlos o por haberlos solicitado, deben cumplirse las cargas previstas en el mencionado precepto, precisamente con el primer escrito y no después.
99. En cambio, no asiste razón a la recurrente cuando aduce que la norma contenida en los preceptos impugnados, confiere una oportunidad al actor para subsanar las omisiones de su demanda o para presentar pruebas que debió exhibir con dicho escrito inicial, pues como quedó analizado, ese no debe ser el alcance de la norma sino la de respetar el principio de contradicción a favor del actor, a efecto de que éste pueda pronunciarse sobre los hechos contenidos en la contestación de la demanda, de los cuales no tenía la carga de referirse en la demanda, y para que pueda probar contra tales hechos, siempre y cuando se trate de elementos de prueba que no tenía la carga de exhibir con la demanda, mencionadas con anterioridad.
100. Por tanto, si llegara a suceder que el actor, al desahogar la vista con la contestación de demanda o las excepciones, pretendiera subsanar omisiones de hechos o de pruebas que debió presentar desde ese escrito inicial, la consecuencia debe ser que no se tomen en cuenta al resolver, por haberse introducido ilegítimamente al proceso, ya que lo anterior no se encuentra autorizado en las disposiciones que se analizan.
101. Por otra parte, tampoco asiste razón a la recurrente cuando aduce que  las disposiciones sólo deben interpretarse en el sentido de que las únicas pruebas que el actor podría exhibir con el desahogo de la vista conferida con la contestación de demanda, son: a) las relativas a las excepciones subsanables, como la de falta de personalidad, y b) solamente medios probatorios distintos de la documental.

102. No es admisible la interpretación propuesta por la recurrente, pues, en primer lugar, si la prueba que el actor pudiera ofrecer con el desahogo de la vista se circunscribiera a excepciones subsanables, indebidamente se le privaría del derecho de contradicción respecto de la mayor parte de las excepciones y defensas, así como de rebatir la versión de los hechos que el demandado pueda narrar en su contestación.

103. En efecto, dentro de las excepciones admisibles en los juicios ejecutivos, previstas en los artículos 1403 del Código de Comercio
 y 8° de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito
, la única respecto a la cual se prevé la posibilidad de ser subsanada, es la de falta de personalidad del ejecutante o actor, en los términos previstos en el artículo 1126 del Código de Comercio, según el cual, cuando se declare fundada dicha falta de personalidad, pero se considere subsanable, se concederán diez días para hacerlo o, de lo contrario, si la falta de personalidad recae en el actor, de inmediato se sobreseerá en el juicio.

104. En esa virtud, si sólo se permitiera al actor probar contra esa excepción, indebidamente se le privaría del derecho de contradicción respecto de cualquier otra respecto a la cual no tenía la carga de referirse ni probar en su demanda; por ejemplo, sobre la competencia del juez, sobre de la autenticidad de la firma en el título, sobre la inexistencia de novación, o de algún pago alegado por el demandado, sobre el cumplimiento de los requisitos en el título, etcétera.

105. De la misma manera, tampoco es acertado excluir toda posibilidad de que las pruebas que el actor pudiera rendir al desahogar la vista, fueran de carácter documental.

106. En los términos en que se encuentra establecido el artículo 1061 del Código de Comercio, pudiera pensarse que toda prueba documental que las partes pudieran tener para probar los hechos litigiosos ya debieron haberse exhibido con el primer escrito presentado por cada una de ellas, pues además de los concernientes a la personalidad y carácter de los promoventes y de los fundatorios de la acción, se exige presentar todos los documentos que las partes tengan en su poder y que deban servir como pruebas de su parte. En esa medida, ciertamente que se reducirían mucho las posibilidades de que las pruebas que se presentaran para contradecir las excepciones fueran documentos.

107. Sin embargo, lo anterior no excluye la posibilidad de que el medio para probar contra una excepción, deba ser un documento cuya exhibición en la demanda no fuera exigible, por no tener relación con la acción deducida o con los hechos narrados en la demanda. Por ejemplo, piénsese en el supuesto de que el demandado opusiera la excepción de pago parcial, con base en cierto comprobante de depósito o recibo; y el actor, al desahogar la vista, alegara que ese pago obedece a un crédito diferente al reclamado en el juicio, lo cual pretendiera probar con el documento donde constara ese otro crédito. En ese caso, evidentemente que el actor no tenía carga para exhibir con su demanda, el documento correspondiente a un crédito diferente al demandado en el juicio pues no tendría relación con éste, por lo cual, si al contestar la demanda el reo es quien motiva la necesidad de exhibirlo porque pretende ampararse en un pago efectuado sobre el crédito diferente al reclamado, no habría impedimento para que la prueba documental del actor, exhibida con el desahogo de vista y aunque no tuviera el carácter de superveniente, se admitiera y valorara a fin de determinar si efectivamente se demuestra la excepción de pago parcial alegada respecto al crédito reclamado.
108. Por lo anterior, no podría estimarse de antemano que fuera inadmisible toda prueba documental que el actor pudiera exhibir con el desahogo de vista respecto a la contestación de demanda, sino que solamente deben considerarse en esa situación, los documentos que sí debieron acompañarse a la demanda, lo cual debe ser valorado por el juez en cada caso.

109. Conforme a lo anterior, no resulta válido el argumento de la recurrente acerca de que solamente deben admitirse al actor, en esta etapa, pruebas que deban desahogarse dentro del proceso, como la testimonial, la confesional, la pericial o los documentos supervenientes, pues el ejemplo mencionado es muestra de que no podría haber una regla absoluta de restricción probatoria sobre ningún tipo de prueba, de ahí que el legislador no la haya impuesto en los preceptos analizados, sino que su aplicación debe hacerse en concordancia con las demás disposiciones rectoras de las cargas probatorias, como el artículo 1061 del Código de Comercio, en los términos que se han dejado establecidos.

110. Por lo mismo, tampoco es correcto el alegato general acerca de que permitir al actor presentar nuevos documentos con el desahogo de vista, implica otorgarle dos oportunidades probatorias en violación a la igualdad procesal de las partes. Lo anterior, pues como se dijo, la materia de la prueba son los hechos afirmados, por lo cual las pruebas a las cuales se refiere la disposición, que puede presentar el actor al desahogar la vista con la contestación, son las referentes a los hechos que pueda afirmar con relación a esa vista al manifestarse respecto a la contestación o las excepciones y defensas opuestas, y no con los que se expresaron desde la demanda, para los cuales debieron presentarse las pruebas desde aquel momento. Así, desde luego que las disposiciones analizadas no autorizan al actor para presentar con su escrito de desahogo de vista, pruebas que debieron exhibirse con la demanda, en su intelección sistemática con el artículo 1061 del Código de Comercio, de suerte que la disposición no es contraria al principio de igualdad procesal de las partes.

111. Otra de las razones por las cuales la recurrente aduce que los preceptos violan el principio de igualdad procesal de las partes, radica en que, a su parecer, la previsión de una vista al actor con la contestación de demanda y las excepciones, para que se manifieste y pruebe contra ellas, coloca en desventaja al demandado, a quien no se le da vista, a su vez, con el escrito y las pruebas que el actor exhiba con motivo del desahogo de la vista que se le da con la contestación a la demanda.

112. Al respecto, la recurrente alega que la norma solamente prevé una réplica para el actor, pero no una dúplica para el demandado, por lo cual, no habiendo esta última, tampoco debe existir la primera.

113. No tiene razón la recurrente.

114. Como se dejó establecido, la igualdad procesal de las partes no significa una igualdad aritmética o simétrica, por la cual sea exigible la exactitud numérica de derechos y cargas para cada una de las partes, sino que lo que este principio demanda es una razonable igualdad de posibilidades en el ejercicio de cada una de las pretensiones de las partes, de modo que no se genere una posición sustancialmente desventajosa para una de ellas frente a la otra.
115. Asimismo, se dejó establecido que lo determinante de la equidad en el procedimiento es que las partes tengan la oportunidad efectiva de presentar sus pretensiones y los elementos de prueba que los apoyan en igualdad de condiciones, por lo cual, el actor debe tener la oportunidad de formular y probar la acción y de pronunciarse sobre lo expresado en la contestación de demanda; y el demandado, debe tener la oportunidad de formular y probar las excepciones y de pronunciarse sobre lo expresado en la demanda, lo cual tiene lugar en el esquema previsto en el Código de Comercio, porque: 1) al presentar la demanda, el actor tiene derecho de alegar y ofrecer pruebas para probar lo que considera, pero no puede contestar o reaccionar a lo expresado por su contraparte porque esta última todavía no ha intervenido en el proceso; 2) al dar contestación a la demanda, el demandado está en condiciones de ejercer simultáneamente sus dos derechos: por un lado alegar y ofrecer pruebas en apoyo de sus pretensiones y, por otro, reaccionar a lo expresado en la demanda de su contraparte; 3) en el tercer momento, consistente en la vista dada al actor con las excepciones, el actor finalmente puede hacer efectivo lo que no estaba en condiciones lógicas de realizar al momento de presentar la demanda: responder a lo expresado por su contraparte en la contestación.
116. De esa manera, el actor requiere dos actos para ejercer las mismas oportunidades que el demandado puede ejercer en uno solo. Por tanto, la igualdad no debe provenir del número de actos en que cada uno pueda ejercer sus oportunidades de defensa, sino en que éstas sean equivalentes.

117. Por tanto, no resultaría válido eliminar el derecho de contradicción del actor respecto a la contestación de demanda o las excepciones y defensas, porque en tal caso se encontraría en clara desventaja respecto al demandado, quien al contestar la demanda no sólo pudo reaccionar frente a la acción y los hechos en que se sustentó, sino también podría formular sus propias pretensiones a través de las excepciones. En cambio, el actor sólo habría podido formular sus pretensiones con la acción, pero no podría reaccionar frente a las excepciones opuestas. Obviamente, lo anterior sobre la base de que habrá de referirse a los hechos y a las pruebas que no tenía la carga de expresar con su demanda, para que el desahogo de la vista no se convierta en una oportunidad de subsanar omisiones respecto a su escrito inicial y sus anexos.

118. Asimismo, la circunstancia de que no se prevea una vista al demandado con el escrito de desahogo del actor, no significa que, excepcionalmente, en algún caso sea susceptible que el juez la conceda respecto de algún hecho nuevo que alegara el actor en ese escrito, del que resultara importante conocer el punto de vista del demandado o simplemente para darle el derecho de contradicción, por considerar que, de no hacerlo, quedaría en desventaja el demandado, a fin de salvaguardar el principio de igualdad procesal de las partes; pues, como se dijo anteriormente, este principio también actúa como criterio de actuación para el juez, al conducir el proceso.

119. Por último, el recurrente considera que el tribunal colegiado no aplicó correctamente la jurisprudencia por contradicción de tesis 102/2005-PS. El recurrente aduce que conforme a dicha tesis, el derecho a desahogar la vista con la contestación a la demanda no es para corregir o mejorar el escrito de demanda, por lo cual, en atención a ese criterio, el tribunal colegiado debió declarar la inconstitucionalidad de los preceptos impugnados, ya que los comprobantes del pago efectuado por el actor a *********, exhibidos al desahogar la vista con la contestación de demanda, debieron adjuntarse al escrito inicial por tratarse de documentos fundatorios de la acción.

120. Tales argumentos deben declararse inoperantes porque ya no atañen a los temas propiamente constitucionales, sino a los de legalidad que ya fueron estudiados por el tribunal colegiado en la sentencia recurrida, pues aunque la recurrente considera que con base en el criterio jurisprudencial deben declararse inconstitucionales los preceptos impugnados, en realidad esto se hace depender de las circunstancias del caso, por estimar que las pruebas documentales exhibidas con el desahogo de vista con la contestación a la demanda, son documentos fundatorios de la acción que se tenía la carga de presentar con la demanda.

121. Sin embargo, como se dijo, el tribunal colegiado desestimó el argumento de legalidad respectivo, en el sentido de que con el acta de notificación por corredor público 25,943 de siete de septiembre de dos mil once (la cual sí fue exhibida con la demanda) es suficiente para satisfacer el requisito previsto en la cláusula cuarta del contrato, donde no se previó una forma específica del pago que realizaría la actora a *********, por lo que, dijo el tribunal, al notificarse a la demandada la realización de dicho pago, significa que esta última persona ya no podría exigirlo de la demandada, de suerte que a ésta no le afectaba cómo se hizo el pago, siempre y cuando dicho tercero se diera por pagado. Argumento cuya validez no corresponde a la materia de este recurso, porque atañe a aspectos de valoración probatoria y de la interpretación del contrato, que son de legalidad.
122. Por todo lo anterior, no hay razones para considerar contrarios al principio de igualdad procesal de las partes, integrante del debido proceso, a los artículos 1400 y 1401 del Código de Comercio.

VI. DECISIÓN

123. En virtud de lo anterior, al haberse desestimado el planteamiento de inconstitucionalidad de los artículos 1400 y 1401 del Código de Comercio, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que debe confirmarse la sentencia recurrida y negar el amparo. Lo anterior, esencialmente, porque los preceptos mencionados no vulneran el debido proceso en cuanto al principio de igualdad procesal de las partes, sino al contrario, se ajustan a él al concederse al actor la oportunidad de manifestarse y probar respecto a la contestación a la demanda, sobre la base de que habrá de referirse a hechos y pruebas que no tenía la carga de exponer y exhibir con su demanda. En consecuencia, esta Primera Sala
RESUELVE:

PRIMERO. En la materia de la revisión, se confirma la sentencia recurrida.

SEGUNDO. La Justicia de la Unión no ampara ni protege a *********, Sociedad Anónima de Capital Variable, en contra de la sentencia definitiva dictada el veintisiete de enero de dos mil catorce por la Novena Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, en los tocas 605/2012-5 y 605/2012-6.

Notifíquese; con testimonio de esta ejecutoria, devuélvanse los autos relativos al lugar de su origen; y, en su oportunidad archívese el toca como asunto concluido.
� LITIS EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. SE INTEGRA SÓLO CON EL ESCRITO DE DEMANDA Y SU CONTESTACIÓN. De una interpretación sistemática de los artículos 1061, 1069, 1327, 1399, 1400 y 1401 del Código de Comercio, se advierte que la litis en los juicios ejecutivos mercantiles se integra únicamente con el escrito de demanda -en el que la parte actora funda su acción- y con su contestación -a través de la cual el demandado funda sus excepciones y defensas-, lo que se conoce como litis cerrada. Lo anterior es así, en virtud de que al establecer el citado artículo 1400 que con el escrito de contestación a la demanda se tendrán por opuestas las excepciones que permite la ley y se dará vista al actor por tres días para que manifieste y ofrezca las pruebas que a su derecho convenga, es exclusivamente para que éste tenga la oportunidad de ofrecer las pruebas pertinentes para desvirtuar las excepciones planteadas, pero no para corregir o mejorar su escrito de demanda, pues ello generaría un desequilibrio procesal entre las partes.
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� Tesis de la Primera Sala 1ª. XIX/99, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo X, septiembre de 1999, p. 92: RÉPLICA Y DÚPLICA. NO EXISTEN EN LAS CONTROVERSIAS DE ARRENDAMIENTO INMOBILIARIO (CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL).  Tesis del Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito IV.1°.C.78 C, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXIV, Diciembre de 2006, página 1331: DÚPLICA. CARECE DE MATERIA SI NO SE FORMULÓ RÉPLICA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN). Tesis de jurisprudencia del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito I.3°.A. J/10, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo III, Abril de 1996, p. 253: NULIDAD, JUICIO DE. ALEGATO. NO DEBEN INTRODUCIRSE ELEMENTOS NUEVOS A LA CONTROVERSIA.  Tesis del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito IV:2°.A.225 A, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXVIII, Julio de 2008, p. 1739: JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EN EL ESTADO DE NUEVO LEÓN. SE RIGE POR LOS PRINCIPIOS DE LITIS CERRADA Y DE PARIDAD PROCESAL.


� Tesis 47/95, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, diciembre de 1995, página 133.


� Opinión consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999. Serie A, No. 16.


� COUTURE. Eduardo J. Fundamentos de Derecho Procesal Civil. Depalma, Buenos Aires, 1993, p. 183.


� LITIS EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. SE INTEGRA SÓLO CON EL ESCRITO DE DEMANDA Y SU CONTESTACIÓN. De una interpretación sistemática de los artículos 1061, 1069, 1327, 1399, 1400 y 1401 del Código de Comercio, se advierte que la litis en los juicios ejecutivos mercantiles se integra únicamente con el escrito de demanda -en el que la parte actora funda su acción- y con su contestación -a través de la cual el demandado funda sus excepciones y defensas-, lo que se conoce como litis cerrada. Lo anterior es así, en virtud de que al establecer el citado artículo 1400 que con el escrito de contestación a la demanda se tendrán por opuestas las excepciones que permite la ley y se dará vista al actor por tres días para que manifieste y ofrezca las pruebas que a su derecho convenga, es exclusivamente para que éste tenga la oportunidad de ofrecer las pruebas pertinentes para desvirtuar las excepciones planteadas, pero no para corregir o mejorar su escrito de demanda, pues ello generaría un desequilibrio procesal entre las partes.


Tesis de Jurisprudencia 1ª./J. 161/2005, Primera Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIII, Enero de 2006, página 432. 


� Lo anterior dio lugar a la emisión de la siguiente tesis: PROCEDIMIENTO JUDICIAL DE EJECUCIÓN DE GARANTÍAS OTORGADAS MEDIANTE PRENDA SIN TRANSMISIÓN DE POSESIÓN Y FIDEICOMISO DE GARANTÍA. LA VISTA OTORGADA AL ACTOR SOBRE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA RELATIVA, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1414 BIS 14 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, INCLUYE EL DERECHO DE ALEGAR Y EL DE APORTAR PRUEBAS PARA DESVIRTUAR LAS EXCEPCIONES DEL DEMANDADO. El precepto citado regula parte del procedimiento judicial de ejecución de garantías otorgadas mediante prenda sin transmisión de posesión y fideicomiso de garantía, al establecer que el juez resolverá sobre la admisión o el desechamiento de pruebas en el auto que tenga por contestada o no la demanda, auto en el cual se dará vista al actor con las excepciones opuestas por el demandado por el término de tres días y se señalará fecha y hora para celebrar la audiencia de pruebas y alegatos. Ahora, si bien es cierto que el contenido literal del artículo 1414 Bis 14 del Código de Comercio, no es concluyente sobre la interrogante relativa a si en el desahogo de esa vista el actor, además de tener el derecho de alegar lo que a su derecho convenga, puede aportar pruebas para desvirtuar las excepciones opuestas, tal cuestión debe resolverse en sentido positivo, por conformar la opción interpretativa que hace compatible a la norma con el derecho humano al debido proceso. Ello, en primer lugar, porque la norma analizada no contiene alguna porción normativa que excluya esta posibilidad, por lo que cabe afirmar que el derecho probatorio admite su acomodo en la redacción de éste; en segundo lugar, el debido proceso, entendido desde la perspectiva de quien insta la función jurisdiccional para lograr el reconocimiento y la tutela de un derecho, exige a las autoridades judiciales que diriman los conflictos sobre los derechos de las personas mediante un procedimiento que les otorgue una posibilidad efectiva e igual de defender sus puntos de vista y ofrecer pruebas en apoyo de sus pretensiones. Lo anterior no implica reconocer un derecho limitado al actor para probar, pues este derecho de réplica sólo es apto para desvirtuar genuinamente lo manifestado por el demandado en su contestación, por lo cual los jueces encargados de su aplicación deben cuidar que el ejercicio de este derecho se discipline a este fin y no convertirse en una posibilidad para subsanar deficiencias de la demanda original, lo cual implica que se conserven las facultades de la autoridad judicial para admitir o desechar las pruebas, según lo amerite el caso.


Tesis 1ª. CCLXXVII/2003 (10ª.), de la Primera Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXIV, Septiembre de 2013, Tomo 1, página 994.


Amparo directo en revisión 3758/2012. Maple Commercial Finance, Corp. 29 de mayo de 2013. Cinco votos. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García Sarubbi.


� De lo anterior se formó la tesis 1a. XCVIII/2006, de la Primera Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIII, Junio de 2006, página 185, que dice:


DEBIDO PROCESO LEGAL. LA INTERVENCIÓN PROCESAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 447 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE QUERÉTARO NO VULNERA EL PRINCIPIO DE IGUALDAD PROCESAL DE LAS PARTES. La garantía del debido proceso legal contenida en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos permite a los justiciables acceder a los órganos jurisdiccionales para hacer valer sus derechos y defender sus intereses de forma efectiva y en condiciones de igualdad procesal. Los tribunales civiles, en otras palabras, deben dirimir los conflictos sobre los derechos de las personas mediante un procedimiento que otorgue a las partes una posibilidad efectiva e igual de defender sus puntos de vista y ofrecer pruebas en apoyo de sus pretensiones. En ese contexto, el artículo 447 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Querétaro, que otorga al actor en un juicio sumario civil la posibilidad de ofrecer, durante los tres primeros días del periodo probatorio, pruebas para desvirtuar las excepciones o hechos aducidos por el demandado en su contestación, no vulnera el principio de igualdad procesal de las partes en virtud de que les otorga una idéntica oportunidad tanto para alegar y probar lo que consideren oportuno, como para pronunciarse acerca de lo expuesto y presentado por su contraparte. En efecto, al presentar la demanda, el actor puede alegar y ofrecer los elementos que estime convenientes, pero no puede manifestarse acerca de lo expresado por su contraparte porque ésta todavía no ha intervenido en el proceso; al contestar la demanda, el demandado está en condiciones de ejercer simultáneamente sus dos derechos: por un lado, alegar y ofrecer pruebas en apoyo de sus pretensiones y, por otro, reaccionar a lo expresado en la demanda por su contraparte; en el tercer momento (la vista a que se refiere el citado artículo 447), el actor finalmente puede hacer efectivo lo que no estaba en condiciones lógicas de realizar al presentar la demanda: responder a lo expresado en la contestación de la demanda. En cualquier caso, es claro que las pruebas que el actor ofrezca en la vista deben referirse exclusivamente a lo expresado por su contraparte en la contestación, sin que pueda usarse dicha oportunidad para aportar elementos de juicio que debían haberse presentado al interponer la demanda. 


Amparo directo en revisión 292/2006. Benjamín Oseguera de la Parra. 19 de abril de 2006. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.





� CONCURSOS MERCANTILES. EL ARTÍCULO 26 DE LA LEY RELATIVA NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD PROCESAL. El artículo 26 de la Ley de Concursos Mercantiles establece que cuando se admite una demanda de concurso, debe emplazarse al comerciante para que pueda contestar la demanda y ofrecer las pruebas que la ley autoriza; además, señala que al día siguiente de que el Juez reciba la contestación, dará vista con ella al demandante para que manifieste lo que a su derecho convenga y, en su caso, adicione el escrito de pruebas originalmente ofrecido. Por su parte, el diverso artículo 23 de la citada ley determina que las pruebas que puede presentar el actor -que necesariamente son documentales- deben ofrecerse con el escrito de demanda y sólo se recibirán posteriormente si se refieren a hechos y excepciones opuestas por el demandado. Así, de la interpretación conjunta de los citados preceptos se concluye que el referido artículo 26 no viola el principio de equidad procesal, pues si bien el demandante tiene la posibilidad de ofrecer pruebas en dos momentos distintos, ello no obedece a un desequilibrio procesal sino que, por el contrario, da oportunidad al actor para que ofrezca pruebas derivadas de los hechos y excepciones opuestos por el demandado. Es decir, el derecho de aquél para ofrecer pruebas con posterioridad a la presentación de su demanda queda circunscrito a las cuestiones que se desprendan de las afirmaciones y excepciones de la contestación de la demanda, de manera que dichas pruebas únicamente deben relacionarse con los hechos novedosos que introduzca el demandado a la litis con su contestación, sin que pueda hacerlo respecto de pruebas que debió ofrecer con su demanda y no lo hizo. Por tanto, si no se diera esta nueva oportunidad probatoria al acreedor, se violarían las formalidades esenciales del procedimiento, pues en caso de que en su contestación el demandado manifestara hechos nuevos o diferentes a los que se hicieron valer en la demanda, el demandante quedaría sin la posibilidad de ofrecer pruebas para desvirtuarlos y no podría tener una defensa adecuada.


Tesis 1ª. CLI/2005, Primera Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIII, Enero de 2006, página 715. Amparo en revisión 1932/2004. Grupo Fertinal, S.A. de C.V. 23 de febrero de 2005. Unanimidad de cuatro votos. Impedido: Juan N. Silva Meza. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza. Amparo en revisión 948/2005. Agroindustrias del Balsas, S.A. de C.V. 3 de agosto de 2005. Unanimidad de cuatro votos. Impedido: Juan N. Silva Meza. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Carmen Vergara López.











� Artículo 1403. Contra cualquier otro documento mercantil que traiga aparejada ejecución, son admisibles las siguientes excepciones:


I. Falsedad del título o del contrato contenido en él;


II. Fuerza o miedo;


III. Prescripción o caducidad del título;


IV. Falta de personalidad en el ejecutante, o del reconocimiento de la firma del ejecutado, en los casos en que ese reconocimiento es necesario;


V. Incompetencia del juez;


VI. Pago o compensación;


VII. Remisión o quita;


VIII. Oferta de no cobrar o espera;


IX. Novación de contrato.


Las excepciones comprendidas desde la fracción IV a la IX sólo serán admisibles en juicio ejecutivo, si se fundaren en prueba documental.





� Artículo 8°. Contra las acciones derivadas de un título de crédito sólo pueden oponerse las siguientes excepciones y defensas:


I. Las de incompetencia y de falta de personalidad en el actor:


II. Las que se funden en el hecho de no haber sido el demandado quien firmó el documento:


III. Las de falta de representación, de poder bastante o de facultades legales en quien suscribió el título a nombre del demandado, salvo lo dispuesto en el artículo 11;


IV. La de haber sido incapaz el demandado al suscribir el título;


V. Las fundadas en la omisión de los requisitos y menciones que el título el acto en él consignado deben llenar o contener, y la ley no presuma expresamente o que no se haya satisfecho dentro del término que señala el artículo 15;


VI. La de alteración del texto del documento o de los demás actos que en él consten, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 13;


VII. Las que se funden en que el título no es negociable:


VIII. Las que se basen en la quita o pago parcial que consten en el texto mismo del documento, o en el depósito del importe de la letra en el caso del artículo 132;


IX. Las que se funden en la cancelación del título, o en la suspensión de su pago ordenada judicialmente, en el caso de la fracción II del artículo 45;


X. Las de prescripción y caducidad y las que se basen en la falta de las demás condiciones necesarias para el ejercicio de la acción;


XI. Las personales que tenga el demandado contra el actor.





VI

